
Pronunciamiento sobre el acuerdo del Consejo 
Nacional de Rectores relativo al Fondo Especial para 
el Financiamiento de la Educación Superior Estatal

Acuerdo firme de la sesión ordinaria n.° 6988, artículo 7, del 23 de abril de 2026

El Consejo Universitario, CONSIDERANDO QUE:

1.		 Para la definición del Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación Superior Estatal 
2027, la posición del Gobierno ha permitido evidenciar la intención de una redistribución 
de dicho fondo carente de fundamento técnico y en desapego de las rigurosidades 
que prescribe el Plan Nacional de la Educación Superior para la citada distribución de 
recursos.

2.		De conformidad con los artículos 84 y 85 constitucionales, cada universidad posee autonomía 
reforzada y patrimonio propio. Asimismo, con fundamento en el numeral 85, el Fondo 
Especial para el Financiamiento de la Educación Superior Estatal está sujeto al principio de 
progresividad y a la prohibición de desmejora sin compensación.

3.		En consecuencia, la redistribución del Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación 
Superior Estatal no constituye una potestad discrecional absoluta, sino una competencia 
limitada por la autonomía universitaria y la garantía de financiamiento suficiente.

4.	En el supuesto de que un acuerdo del Consejo Nacional de Rectores implique un recorte 
presupuestario, adolecería de invalidez jurídica si produce una afectación sustancial al 
funcionamiento de alguna universidad, en particular por desfinanciamiento. En ese sentido, 
el artículo 85 no protege un fondo abstracto, sino la materialización del financiamiento en 
cada universidad. 

5.	Una redistribución que deteriora estructuralmente el presupuesto de una universidad, sin 
mejora sustitutiva real, constituye una forma de desmejora patrimonial.

6.	La protección constitucional que tiene esta especial condición jurídica de las universidades 
opera incluso frente a decisiones adoptadas dentro del propio sistema universitario, porque 
la autonomía financiera no se renuncia por formar parte del Consejo Nacional de Rectores.



7.	 El derrotero que busca reducir recursos para algunas universidades bajo el falso pretexto 
de la “redistribución” quebrantará, indefectiblemente, el derecho a la educación de aquellas 
personas estudiantes que vean recortadas sus posibilidades de formación (artículo 78 de la 
Constitución Política de la República de Costa Rica); al tiempo que afectará el derecho al 
trabajo de todas aquellas personas servidoras cuyos contratos no puedan ser honrados por 
la Universidad (artículos 57 y 86 de la Carta Magna). Esto compele a imaginar un escenario 
operativo de la Institución con un recorte de su presupuesto que puede hacerle incurrir 
en cierre técnico, pues no podría continuar con la prestación del servicio público de grado 
constitucional que le fue encomendado y acarrearía consecuencias catastróficas, además 
de las ya dichas, a todos los sectores sociales beneficiaros de los programas de acción social 
y de investigación que desarrolla la Universidad, a las empresas a las que se les transfiere 
conocimiento desde la Academia, a los miles de personas docentes y administrativas que 
dejarían de recibir su salario, al propio Estado al que —mediante acuerdos y convenios— se 
le brindan servicios; todo ello, seguido de un largo listado de roles y responsabilidades que 
debe honrar nuestra Institución. 

8.	La pretensión de asignar a alguna universidad un solo colón menos de lo que ya recibe es 
contraria al mandato constitucional establecido en el artículo 85 de la Constitución Política 
de la República de Costa Rica, por lo que resulta necesario activar todos los mecanismos 
preventivos, jurídicos, administrativos y de divulgación sobre la gravedad de lo que representa 
la intención de una redistribución del Fondo Especial para el Financiamiento de la Educación 
Superior Estatal ayuna de criterios técnicos. 
 

ACUERDA

1.	 Rechazar cualquier intento de socavar la autonomía universitaria consagrada en los 
numerales 84 y 85 de la Constitución Política de la República de Costa Rica por la vía del 
recorte presupuestario y condenar enérgicamente las intenciones de cualquier instancia que 
pretenda la asignación de menos recursos de los que ya reciben las universidades que 
conforman el Sistema de Educación Superior Pública de Costa Rica. 

2.	 Solicitar a la Rectoría de la Universidad de Costa Rica:

2.1.	 Analizar y adoptar las medidas jurídicas correspondientes para evitar un recorte 
presupuestario a la Universidad de Costa Rica.

2.2.	 Analizar y adoptar las medidas de carácter administrativo correspondientes para 
evitar un recorte presupuestario a la Universidad de Costa Rica.

ACUERDO FIRME.

Dr. Keilor Rojas Jiménez
Director


